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			PRÓLOGO

			La sociedad argentina está siendo atormentada por el espectáculo de la corrupción. La agenda periodística es saturada con historias sobre negociados que no se podrían realizar sin la participación de la dirigencia política. Sorprende el volumen. Y sorprende el primitivismo de esas fechorías. A este paisaje se le suma un fenómeno de distinta naturaleza. Novedoso. La expansión, a la sombra del Estado, de redes mafiosas que comunican el delito organizado con el poder. Sobre ese telón se recorta el narcotráfico y, con él, la proliferación de crímenes de sangre. 

			El desasosiego que produce este panorama se debe a algo más que su gravedad. También alarma su persistencia. Las crónicas de estas fechorías llevan años y dejan la sensación de ser interminables. Esto se debe a que, además de la corrupción, en el país reina la impunidad. La constatación repetitiva de que la falta no recibe su castigo genera inquietud e indignación. Son reacciones comprensibles. Pero no son terapéuticas. Lo más probable es que el padecimiento de una patología que va adquiriendo rasgos de cronicidad induzca un movimiento de adaptación.

			Federico Delgado y Catalina de Elía escribieron La cara injusta de la justicia para proponer otra estrategia. En vez de provocar una agitación anímica, pretenden inspirar una reflexión. Esa reacción no es hija de la distancia respecto del objeto que examinan. Al contrario. Los autores tienen el atractivo de escribir desde el interior del mundo que narran. Delgado es un fiscal federal con responsabilidad en causas resonantes. De Elía es politóloga pero, sobre todo, periodista. Desde hace años mira de cerca e informa sobre el universo que, ahora, se pone a analizar.

			Sin embargo, ambos se alejan del campo en el que viven y acerca del que van a hablar. No por un ejercicio intelectual, sino como una opción política. Suponen, y lo explicitan, que es imposible superar los males que describen sin advertir que son el resultado de un sistema impersonal. Este es el valor central del libro. Realiza un recorrido ascendente, desde la sucesión incesante de aberraciones morales y políticas, hasta la identificación de causas generales. Nada nuevo: es el recorrido que recomienda Platón, en su Mito de la Caverna, para quienes buscan la verdad.

			Esa peregrinación parece menos excitante, pero es más comprometida. Supone descubrir algo más doloroso que la avalancha de historias macabras con las que nos saturan los medios de comunicación. Supone advertir que, si hay mucha corrupción y hay mucha impunidad –este punto de vista es de Rozitchner– es porque somos muy eficientes en la producción de corrupción e impunidad. Es decir, hemos logrado ingresar a la era industrial de ese fenómeno. Esta es la tesis principal de Delgado y De Elía: estamos en problemas porque la corrupción y la impunidad son el resultado de una maquinaria aceitada y antigua. La repetición asfixiante de episodios puede –¿pretende?– hacer perder de vista, como sugería Platón, que el drama no pertenece al reino de la moral individual. 

			No está dicho en el texto, pero quizás la decisión de conceptualizar en un libro la condición multifacética de la corrupción y de la impunidad no tenga su raíz en una pretensión intelectual. Es probable que, tratándose de un fiscal y de una periodista especializada en noticias judiciales, este salto de lo particular a lo general haya estado impulsado por el hartazgo emocional. En otras palabras: no sería de extrañar que el libro, que propone una forma de cura para la sociedad a la que se dirige, haya sido antes una forma de cura para quienes lo escribieron.

			La cara injusta de la justicia examina en detalle los mecanismos que determinan lo que un fiscal con más antigüedad que Delgado suele definir de esta manera: “El sistema judicial que tenemos fue diseñado por todos nosotros –magistrados, políticos, empresarios, sindicalistas, periodistas– no para que el delincuente pague sino para que el delincuente zafe. No hay que pedir al objeto prestaciones para las que no fue construido”.

			Esa peculiaridad, que si no resulta muy extravagante es porque nos hemos acostumbrando a ella, encuentra varias razones en el análisis de De Elía y Delgado. Algunas radican en el formato del sistema. Otras, en el modo en que ha sido utilizado. Los autores destinan la primera mitad de su libro a analizar muchos de los casos resonantes que hoy circulan por la prensa a la luz de esas deformaciones. 

			Una de ellas es la liturgia judicial. Está cargada de procedimientos ajenos a garantizar la calidad de las decisiones y sentencias. El texto describe cómo los expedientes se forman a través de un minué barroco, en el cual la mayoría de los pasos son ociosos. El principal efecto de esa característica es asegurar la lentitud de las causas. Para los autores, la lentitud no es inocente. Como produce el olvido social, facilita la ausencia de sanción. No es, aclaran, un signo exclusivo de estos tiempos. El Banco de Italia y Río de la Plata cayó en 1985. Pero la causa penal se cerró, por prescripción, en 2007. El Banco Extrader cayó en 1995, pero su presidente fue sobreseído en 2010.

			La demora es, a veces, un instrumento deliberado de la provisión de impunidad. El libro también detalla la situación del ex secretario de Obras Públicas José López, quien tenía un expediente abierto por enriquecimiento ilícito desde 2008. Pero para que el juez Daniel Rafecas tomara una decisión relevante fue necesario que López apareciera revoleando 9 millones de dólares tras el muro de un convento. El Estado se enteró de este excéntrico episodio no porque estuviera investigando, sino por el llamado de un vecino. Recién en ese momento se ordenó allanar la casa. Pero a pesar de que se realizaron dos inspecciones, no se descubrió el escondite del dinero. Fue necesario que López contara que lo guardaba en un tanque de agua. Rafecas terminó dictando un procesamiento en un escrito de 349 páginas, más destinadas a justificar la propia tardanza que a explicar los delitos cometidos por el ex funcionario.

			Los autores citan otro ejemplo similar: el juez Sergio Torres controló desde 2009 una causa contra Amado Boudou por la compra de diecinueve autos destinados al Ministerio de Economía, sin licitación. Recién le tomó declaración indagatoria el último 24 de mayo.

			La demora, explican De Elía y Delgado, tiene un objetivo: lograr que los funcionarios dejen el poder antes de que se les aplique un escarmiento. La observación es reiterada a lo largo del libro. Los jueces federales no se perciben a sí mismos como un factor de contrapoder. Se sienten parte del poder. Esa es la razón por la cual garantizan la impunidad para el gobierno en ejercicio y ejercen una persecución indiscriminada del gobierno que se fue. Una institucionalidad que está cada vez más lejos de lo que, según exponen los autores, sería lo deseable: que, llegado el caso, un ciudadano común pueda demandar con éxito a un presidente.

			Es un error pensar que La cara injusta de la justicia es un texto jurídico. De derecho constitucional, por ejemplo. No. Antes es una sociología de los tribunales. Describe conductas que están entrelazadas. La condición de proveedores de impunidad produce una adulteración profesional. Los jueces federales funcionan como una rama de la clase política. De allí que, para controlar el efecto de sus decisiones sobre ese lugar de pertenencia, pasen más tiempo con políticos y periodistas que con los expedientes. Consecuencia: la gran mayoría de las causas son resueltas por subordinados que no fueron elegidos para impartir justicia. Y la gente no lo sabe.

			Para los autores, esta politización de los tribunales se agudiza por un rasgo de la cultura pública argentina. La burocracia es percibida como un área de conquista facciosa. Esta valoración patrimonial del Estado queda en evidencia cuando cada presidente intenta tener su propia Corte. Y promueve a sus propios jueces federales. El parámetro de selección se cifra en un eufemismo: deben ser “previsibles”. Es decir, no deben provocar sobresaltos en quienes les confían los juzgados. Las trampas en los concursos, que se han vuelto habituales, tienen como propósito garantizar esa complicidad.

			Todos estos factores, que aseguran la distancia entre el Poder Judicial y la ciudadanía, están reforzados por un dispositivo, el lenguaje de los jueces. El libro insiste en este aspecto crucial: ese lenguaje es performativo. Es decir, la mera palabra judicial produce efectos sobre la vida, la libertad y el patrimonio de las personas. De Elía y Delgado describen cómo, igual que la letra habitual de los médicos, el léxico de las sentencias se dirige a asegurar el hermetismo de un saber. Esos pliegues encriptados cobijan la arbitrariedad. 

			Así como en el lenguaje se cifra una política, los autores vuelven una y otra vez a otra restricción implícita del sistema penal: la ideología. Sostienen que, en teoría, los tribunales pretenden aplicar la ley y no hacer justicia. Mejor dicho: entienden que impartir justicia es aplicar la ley con neutralidad. Esta visión, explican ellos, es ilusoria. Por un lado, porque es imposible aplicar la ley sin que medie una interpretación. Sencillo. La ley es general y los casos son particulares. No hay uno igual a otro. El puente entre una fórmula universal y un hecho específico supone una hermenéutica. Y toda hermenéutica está condenada al punto de vista. Delgado y De Elía suministran muchísimos ejemplos acerca de cómo en esa visión “positivista” de la magistratura se filtran prejuicios de todo tipo. Sobre todo los de clase.

			Lenguaje e ideología son dos membranas que encapsulan a la justicia respecto de las personas. Los autores creen que ese blindaje solo se rompe de vez en cuando, mediante una gran conmoción emocional. Por ejemplo en casos como los de Cromañón, Mariano Ferreyra u Once, con muertes que se vuelven insoportables y desencadenan la furia popular.

			Al cabo de describir este régimen de prácticas, La cara injusta de la justicia analiza con detenimiento cinco situaciones en las que se ponen en juego las desviaciones expuestas. La primera es la de María Ovando. Ella fue encarcelada a los 36 años bajo la acusación de haber abandonado a su hija Carolina, que murió en sus brazos por desnutrición en Eldorado, Misiones, en marzo de 2011. Algunas organizaciones sociales reclamaron que Ovando era víctima de su situación de pobreza extrema. En octubre de 2012, la entrevistó Jorge Lanata y su drama quedó puesto en evidencia. En diciembre la absolvieron.

			El segundo caso es el de Belén. Una muchacha cae presa en marzo de 2014 con la imputación de un aborto realizado en un hospital. En abril de 2016 la condenan a ocho años de prisión. Pero la defensora Soledad Deza se incorpora a la causa y descubre que fue todo una patraña. Se inició una movilización civil convocada a través de las redes sociales con el hashtag #LibertadParaBelén y el 16 de agosto la Corte Suprema de Tucumán la absolvió.

			El tercer ejemplo es el de Ezequiel, un chico de la calle acusado de robar un tablón. Además de la indiferencia respecto del contexto en el que ese muchachito creció y vivía, y del capricho de todo el procedimiento, el caso tiene para los autores un efecto adicional: demuestra cómo, ante un indigente, el juez Sebastián Casanello puede adquirir velocidad en su actuación.

			Los dos últimos ejemplos son la cara opuesta de los anteriores. Se trata de imputados poderosos, frente a los cuales los magistrados arrastran los pies con tal de no impartir una sanción. Son los casos de Báez y de López. Delgado y De Elía examinan con detalle las irregularidades de los expedientes. Son tan eficientes al hacerlo que logran provocar cierto estupor, a pesar de que se trata de historias conocidas hasta el cansancio. Los cinco expedientes tienen otro rasgo común: cambiaron su orientación por la irrupción de un elemento externo. En general es el rol que cumple el periodismo, sobre todo cuando aparece algún video.

			Esta característica recurrente motivó a los autores a entrevistar, para la última parte del trabajo, a Jorge Lanata, por la centralidad inigualable que adquirió en la denuncia e investigación del kirchnerismo. Lanata alterna las reflexiones con testimonios personales bastante detallados acerca de las historias que hizo estallar con su trabajo. Más allá de esas reconstrucciones, sus comentarios más interesantes tienen que ver con el presente: ofrece, y justifica, una visión bastante escéptica sobre la vocación del gobierno de Mauricio Macri para liderar una regeneración institucional. Según Lanata, Macri ya perdió ese tren. 

			La cara injusta de la justicia es un ensayo. Es también una denuncia, con una virtud particular: los autores no se encasillan en ninguna de las facciones que hoy dividen a los jueces y los fiscales. Se conducen por criterios, no por lealtades. La situación de Delgado es peculiar: en los tribunales de Comodoro Py lo consideran, desde hace tiempo, un outsider. Ahora confirmará esa condición. Raro y saludable. 

			Además, este libro será un test. Ofrecerá una ocasión para calibrar la sensibilidad de los argentinos frente a sus dificultades, cada vez más ostensibles, para construir lo que Delgado y De Elía denominan “una sociedad organizada en torno a derechos”. Porque las explicaciones y, en especial, los testimonios que ofrece el libro, están destinados a desatar un debate urgente sobre los costos de una institucionalidad disminuida. Pero ese desenlace no es inexorable. Podría suceder que esta explicación no provoque una reacción política. Es decir, que demuestre, por su propia publicación, lo que aspira a poner en evidencia: que las miserias del sistema judicial son el síntoma de un proceso hacia la desigualdad y la impunidad, cuya condición de posibilidad es que pase más o menos inadvertido para quienes lo padecen. La cara injusta de la justicia apuesta a salir de la ceguera.

			CARLOS PAGNI
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CUANDO LA JUSTICIA ACARICIA A LOS FUERTES Y APLASTA A LOS DÉBILES: RAZONES

		


		
			INTRODUCCIÓN

			La justicia no es una institución que cayó desde el cielo, es un poder del Estado encargado de juzgar los conflictos sociales de acuerdo con la ley. El Estado es el complejo resultado de las acciones sociales. Se trata de un proceso de construcción permanente en el que intervienen las fuerzas productivas, la estructura de clases, la inserción en la economía mundial y los recursos naturales disponibles. Esto es, la acción del hombre que cada día trabaja, la del que paga o evade un impuesto, la decisión de un juez en base a un soborno, el amor con que el maestro llega al aula, es decir, las acciones que individualmente parecen insignificantes en rigor de verdad son los cimientos que edifican la organización de una sociedad, que tiene una parte clave compuesta por las instituciones. Esas instituciones son el resultado de acciones humanas.

			Por eso, la construcción del Estado requiere la organización de una instancia de mediación política que ejerza la dominación sobre la sociedad. Esa dominación está constituida por las instancias de gobierno. La palabra utilizada para dominar o gobernar es la ley. El Estado habla a través de la ley. Dicha dominación está sujeta a ese procedimiento de competencia electoral limpia. Todas las personas tienen, en principio, el derecho de competir por desempeñar los roles de gobierno. Por ese motivo hablamos de democracia, es decir, del gobierno de un pueblo que ejercen sus representantes. Nuestra democracia se organizó como una república, de ahí que haya separado el ejercicio del poder. Un departamento crea las leyes (Poder Legislativo), otro las hace cumplir (Poder Ejecutivo) y el restante las juzga de un modo imparcial (Poder Judicial).

			La vida social se juega en ese proceso. En ese sentido, la calidad institucional no depende solo de buenas leyes, también depende de lo que hacemos los ciudadanos. Nuestras prácticas, que parecen aisladas e inconexas, trazan los contornos de la sociedad en la que vivimos. 

			Las palabras que utilizamos para definir el mundo sostienen la sociedad en la que vivimos. Sus cimientos parecen fuertes, pero son débiles, porque la sociedad descansa sobre convenciones, acuerdos sociales, significados cuya fuente está constituida por los ciudadanos. Por más firmes que esos cimientos parezcan, una nueva definición de cualquier tema puede hacer temblar el edificio social. Por ejemplo, hasta hace unos pocos años la homosexualidad era un asunto privado y castigado socialmente. La forma de percibir esa elección cambió, hasta tal punto que el Estado modificó una legislación centenaria y reconoció el matrimonio igualitario. La televisión es un fiel reflejo de ello, series nacionales como Farsantes lo ejemplifican. 

			La justicia tiene un rol clave en ese aspecto, ya que los jueces poseen la capacidad de definir quién tiene razón en alguna controversia social y, en relación con esto, también cuentan con una ventaja. Como integran el Estado, sus decisiones están respaldadas por el monopolio de la violencia legal. Cuando un juez define un término, es necesario acatarlo, porque, de otra manera, puede hacer cumplir su decisión por la fuerza. En efecto, el 31 de octubre de 2012 la Cámara de Casación Penal (1) revisó una sentencia injusta, pero legal. Ocurrió cuando el 18 de octubre de 2008 una persona ingresó a un supermercado y robó dos trozos de carne para comer. La policía lo atrapó, un juez lo encarceló y otro lo condenó. Muchos pensábamos que era injusto, sin embargo un juez resolvió que se había tratado de un hurto.

			Parte del trabajo del Estado para sostenerse, entonces, consiste en ratificar que algunas cosas “son porque son”. El Estado, día tras días y a través de numerosos mecanismos, define y reproduce un mundo social. Para ello necesita la complicidad de los ciudadanos y, para lograrla, los debe convencer. Los jueces tienen un rol decisivo en ese sentido, porque ellos distinguen el “bien” del “mal”, la “culpa” de la “inocencia”. Un ejemplo de esto ocurrió el 7 de junio de 2015, cuando la Corte Suprema de Justicia de la Nación estableció en la causa “Orellano” que el derecho a huelga solo lo pueden ejercer los trabajadores a través de un sindicato reconocido por la ley. (2) Desde ese día, dicha interpretación pasó a ser una “verdad consagrada”. 

			Por esta misma razón es tan importante reflexionar acerca de la formación de la burocracia judicial, esto es, qué valores la atraviesan, cuáles son los premios y los castigos, cómo rinden cuentas los magistrados y qué mérito deben tener para ser elegidos. En nuestro sistema de administración de justicia conviven dos dimensiones, la legal y la real. Los concursos públicos, los méritos académicos, la honestidad, la probidad y la mesura conviven con los concursos armados, el plagio, el amiguismo, los contactos, las prebendas, etc. Desarrollaremos este aspecto más adelante, pero se trata de un vector ineludible, sobre todo porque en esas personas se encarna la palabra judicial.

			Al Estado no lo vemos en todas partes, pero está. Cuando hace porque hace y cuando no hace porque decidió no hacer. Una persona presa es una decisión del Estado; que un chico duerma en la calle, también. Sin embargo, la existencia del Estado se percibe a través de los atributos de la estatalidad, objetivados en el aparato institucional: la policía, los jueces, los directores de hospitales, etc.

			El ejercicio de la violencia legítima a través del sistema judicial es uno de los principales atributos del Estado. En consecuencia, la justicia es parte de ese aparato pero, mal que le pese al liberalismo político, no es una entelequia separada del barro de la historia. La justicia está preñada de ese proceso social de formación del Estado. Del mismo modo, la justicia está envuelta en la cultura que creó y que cada día define y redefine cómo es ese Estado. 

			La sociedad civil interactúa permanentemente con la justicia. Pero no solo cuando litiga en un juicio, también cuando un ciudadano cree o no en la decisión de un juez. La justicia solo resulta creíble cuando los ciudadanos creen en ella; la confianza constituye el alimento del sistema judicial y ese alimento solo surge de los ciudadanos. La sociedad, entonces, tiene un rol decisivo en los contornos de la administración de justicia. La apatía ciudadana, los olvidos, los perdones, la tolerancia, la indiferencia y otros vicios judiciales solo existen a partir de la complicidad de la sociedad civil, más adelante volveremos sobre ello, pero la justicia no solo interactúa con la sociedad civil a secas.

			Los medios masivos de comunicación, en cualquiera de sus versiones, redes sociales incluidas, contribuyen al proceso de formación de la voluntad judicial. A veces, los medios arrojan luz y contribuyen al descubrimiento de la verdad, como también veremos más adelante. Pero muchas otras, reproducen operaciones de los jueces y los fiscales que están muy lejos de los valores republicanos. Por ejemplo, la construcción de un inocente, la fabricación de procesos para inculpar a un inocente o la reproducción de pistas falsas para alejar el camino de la verdad. 

			El manejo de los tiempos de un modo distinto al que contempla la ley, junto a la tolerancia respecto del gobierno de turno y la persecución al saliente, constituyen aspectos característicos de nuestro sistema judicial. Los magistrados se las arreglan para interpretar la ley de acuerdo a sus tiempos personales y para acompañar al gobierno de turno. No investigar nunca el poder instituido es clave para explicar la supervivencia de la mayoría de jueces y fiscales. Es decir, la aplicación de la ley, que debería ser libre y universal, se mezcla con los intereses particulares de aquellos. Y estas anomalías trascienden los intereses personales, funcionan como conceptos que permanecen en el tiempo. Cambian los jueces y los fiscales pero no cambian las prácticas. Exploraremos esta cuestión.

			Hay una palabra que hasta ahora no hemos utilizado y no lo hemos hecho por una decisión: la palabra que falta es “corrupción”. Usualmente se la define como el uso de la cosa pública con fines privados. En esa definición yace una reducción, debido a que la corrupción se manifiesta como una acción individual de una persona o, a lo sumo, de un grupo de personas. Intentaremos demostrar que, en el caso del sistema judicial en particular, la corrupción es un fenómeno más complejo y plagado de complicidades en permanente tensión entre el Estado y la sociedad civil.

			Este libro es descriptivo, obviamente se trata de una descripción cargada de sentido crítico, pero queremos mostrar algunos aspectos y explicar cómo inciden en la vida de todos nosotros. Por ejemplo, por qué los jueces utilizan un lenguaje incomprensible, por qué los jueces a menudo hacen política partidaria, por qué hay casos en que la ley no llega a aplicarse y por qué en otros se aplica casi desproporcionadamente, por qué los juicios penales se demoran tanto tiempo, etc. Todas esas características quizás parezcan estar lejos de la realidad del hombre de a pie, no obstante, trazan los contornos de la vida de la gran mayoría de los ciudadanos.

			Por esa razón repasaremos brevemente algunos de los rasgos vinculados al nacimiento de los Estados nación, qué lugar ocuparon en la formación del Estado argentino y cómo algunos de esos factores pueden explicar la dinámica judicial. La idea es reconocer que existen causas profundas, aunque quizás no tan visibles, que nos ayudan a razonar y llegar a algunas conclusiones para discutir qué sistema judicial tenemos y cuál podríamos tener. 

			En este sentido, nos ocuparemos de describir y analizar determinados casos que den cuenta de los aspectos problemáticos y específicos de la práctica judicial. Los casos escogidos demuestran cómo la justicia actúa con esas dos manos, una de seda y una de hierro.

			María Ovando estuvo detenida, en 2011, durante diecinueve meses, por la muerte de su hija en la provincia de Misiones, aunque había fallecido a causa de las condiciones de extrema pobreza en que vivían. Hizo falta que un programa de televisión mostrara el caso para que fuese absuelta. 

			Ezequiel, un joven que vivía en la calle, fue detenido en el mes de abril de 2016 por robar dos tablones de madera cerca de las vías del tren. Si bien estuvo preso un día, fue devuelto a las calles y obligado a sobrevivir allí. Y la calle es su cárcel. 

			Belén, en marzo de 2014, ingresó a un hospital a causa de una dolencia estomacal y quedó detenida acusada de homicidio por un aborto espontáneo y luego condenada a ocho años de prisión en abril de 2016, o sea, en el tiempo récord de casi dos años. 

			Irónicamente, Lázaro Báez fue denunciado por delitos económicos en 2008 y aunque las pruebas abundaban, recién en 2016 y tras la difusión de un video exhibido en un noticiero de televisión que lo comprometía, fue encarcelado.

			Algo similar ocurrió con el ex secretario de Obras Públicas José Francisco López. Desde el año 2008 la justicia federal lo investigaba por el delito de enriquecimiento ilícito. La causa permaneció durante ocho años en una agonía fatal. La justicia no exculpaba a López, pero tampoco lo ponía en aprietos. Se trataba de una solución clásica y heterodoxa: esperar que el paso del tiempo permitiera que operara la llamada prescripción, que no es otra cosa que un límite que se autoimpone el Estado y que expresa la siguiente idea: si en determinada cantidad de tiempo no hay un resultado concreto, no se podrá continuar con la investigación, ya que no es posible investigar eternamente a una persona. De golpe, López fue hallado escondiendo dinero y todo cambió. López ya no estaba en el poder y la justicia aceleró enormemente el paso.

			Esta breve descripción de los hechos demuestra, por ejemplo, la rapidez para convertir el drama de una madre en asesinato de su hija, que duró diecinueve meses y que se detuvo porque se hizo visible ese brutal ejercicio del poder. Algo similar ocurrió con Belén, casi dos años para transformar un drama social en un aborto y también la intervención de actores extrainstitucionales lograron, al menos, hacer visible el caso. Ezequiel sufrió la hipocresía de un Estado que lo arrojó a la calle a sobrevivir, que lo encarceló por un día por robar unos pedazos de madera y que, casi burlándose, lo devolvió, para que siga sobreviviendo, al mismo lugar que lo obligó a robar: la calle. Otro tipo de hipocresía rodeó a Lázaro Báez y José López. Sus nombres llenan papeles de expedientes desde 2008 pero la justicia fue prudente, tan prudente que usó la ley para favorecerlos.

			¿Cómo? La ley procesal penal y la ley penal de fondo no son más que un conjunto de reglas para hacer cosas. Para descubrir delitos y sancionar a los responsables. En los casos “Báez” y “López” la ley se usó como excusa para no hacer, es decir, para tolerar. Siempre faltaron más pruebas, siempre faltó el “delito precedente”, siempre faltó algo. Esa “falta” nunca pudo explicar que un cajero de un banco público multiplicara su fortuna como contratista del Estado o que López tuviese 9 millones de dólares en efectivo y la justicia no los percibiera. Esa tolerancia duró hasta que un vecino llamó a la policía, que se topó con los 9 millones de dólares, y hasta que la televisión mostró un video de los hechos. Se había vuelto intolerable la tolerancia.

			
			
				
					1-  Causa n° 15.556 “G.H.H. s/recurso de casación” de la Sala II de la CNCP. 

				

				
					2- 	Disponible en: <http://www.cij.gov.ar/nota-21852-La-Corte-resolvi--que-solo-los-gremios-tienen-el-derecho-de-promover-huelgas-y-que-los-grupos-informales-de-trabajadores-no-pueden-promover-medidas-de-fuerza.html>.
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